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15 de mayo de 2006

PARA:
Señor Luís Alberto Rodríguez, Director, Departamento de Cumbres de las Américas

DE:

Louis G. Ferrand, Director, Departamento de Asesoría Legal

ASUNTO:
Objeción de la Misión Permanente de Venezuela a las solicitudes presentadas por la Fundación Momento de la Gente y la Asociación Civil Venezolanos del Mundo para registrarse como organizaciones de la sociedad civil en la OEA

Me dirijo a usted en relación con su solicitud de una opinión jurídica sobre la objeción presentada al Director del Departamento de Cumbres por la Misión Permanente de Venezuela (“Venezuela”) en la que Venezuela objeta a las solicitudes de registro de la Fundación Momento de la Gente (“FMG”) y Venezolanos del Mundo (“VM”) (conjuntamente, “los peticionarios”) como organizaciones de la sociedad civil (“OSC”) de la OEA. Ambos peticionarios son entidades con sede en Venezuela constituidas de acuerdo con las leyes del país. 

Venezuela presenta las siguientes alegaciones en respaldo a su objeción:

(1) Venezuela argumenta que, de conformidad con la definición de sociedad civil establecida por la Sentencia No. 1395 de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, del 21 de noviembre de 2000, la sociedad civil venezolana no incluye organizaciones subsidiadas, financiadas o sostenidas directa o indirectamente por Estados o grupos o movimientos internacionales que persiguen fines políticos o económicos en beneficio propio. Venezuela sostiene que ambos peticionarios reciben financiamiento de las siguientes “organizaciones extranjeras”: la Fundación Nacional para la Democracia (“NED”) y el Instituto Nacional Demócrata (“NDI”) y, en el caso de VM, constata que recibe financiamiento de otros gobiernos y organismos gubernamentales como la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional;

(2) Venezuela argumenta que FMG no ha sido sincera en su solicitud. Venezuela indica que la solicitud de FMG afirma que, entre sus funciones, se encuentra la “participación como observadores en los procesos electorales, asistiendo en el diseño de políticas públicas y realización de campañas en medios de comunicación”. Venuela declara que, a pesar de lo indicado por FMG en su solicitud, esta organización nunca ha sido acreditada como “observador nacional” por el Consejo Electoral Venezolano (“CNE”) y que FMG no ha participado en el diseño de políticas públicas ni ha realizado campañas en los medios de comunicación; y

(3) Venezuela sostiene que el funcionamiento de los peticionarios contraría la legislación nacional, puesto que éstos han participado en actividades antidemocráticas que contravienen el espíritu y letra de la Carta de la OEA.


En la Sección 5 de este documento, que empieza en la penúltima página, se presenta un resumen de nuestras conclusiones y recomendaciones en cuanto a los procedimientos a seguir en este asunto. A continuación se presenta un análisis más detallado de los motivos y hechos en los que se basan dichas conclusiones y recomendaciones.

1. Ambos peticionarios son organizaciones de la sociedad civil, como definen las normas pertinentes de la OEA

a. Todo estado soberano tiene el derecho a definir lo que constituye una organización de la sociedad civil con el fin de determinar si una entidad que reclama ser una organización de la sociedad civil (“OSC”) en su territorio puede gozar de los derechos y privilegios conferidos por la condición de OSC de acuerdo con las propias leyes de ese estado. Sin embargo, en este caso, la cuestión no es si los peticionarios cumplen con los requisitos necesarios para ser reconocidos de acuerdo con la ley venezolana como parte de la sociedad civil venezolana. Se trata de si los peticionarios cumplen con la definición de organización de la sociedad civil en el marco de la OEA, de acuerdo con el derecho internacional.

b. La normativa interna de la OEA para resolver la cuestión de lo que constituye una OSC dentro de la OEA se establece en las “Directrices para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA” aprobadas mediante la resolución CP/RES. 759 (1217/99) del Consejo Permanente de la OEA (“Directrices de la OEA”). De acuerdo con la Sección 2 de las Directrices de la OEA, se entiende por organización de la sociedad civil “toda institución, organización o entidad nacional o internacional integrada por personas naturales o jurídicas de carácter no gubernamental”.

Esta definición es muy amplia.  Por ejemplo, no requiere que la entidad que solicita la condición de OSC en la OEA sea reconocida como una entidad jurídica de acuerdo con las leyes de un Estado Miembro, y no requiere que la “institución, organización o entidad” tenga la condición de sociedad civil de acuerdo con las leyes de un Estado Miembro.

La definición de la OEA estipula que, para ser considerada una “organización de la sociedad civil”, la entidad que presenta la solicitud debe ser “de carácter no gubernamental” y debe estar integrada por “personas naturales o jurídicas”. La definición de la OEA no incorpora por referencia el derecho internacional de cualquier Estado Miembro de la OEA en particular o de cualquier grupo de los Estados Miembros de la OEA. La definición de la OEA es una definición internacional, elaborada a través de un diálogo multilateral, y forma parte de la normativa interna de la OEA.

c. De acuerdo con la documentación presentada por VM se entiende que dicha entidad cumple con la definición establecida en la Sección 2 de las Directrices de la OEA. El preámbulo del estatuto de la VM define a la entidad como una “asociación civil” de acuerdo con la ley venezolana. Como asociación civil, VM, es per se de carácter no gubernamental. En cuanto a los miembros que integran VM, el artículo 8 de sus Estatutos reconoce dos tipos de miembros: (i) los miembros que suscribieron el acta constitutiva de la entidad; y (ii) miembros asociados que se incorporaron a la entidad después de su constitución. Todos los miembros son referidos como “personas” bajo los términos del estatuto de VM. 

d. Los artículos 5 y 7 de los Estatutos de FMG definen a la entidad como una “institución, de derecho privado, independiente, sin fines de lucro”. Por consiguiente, FMG es de carácter civil y no gubernamental. Esta conformada por una Junta Directiva, cuyos miembros son todos personas, como sugiere el artículo XI de sus Estatutos y los directores identificados en su solicitud del 10 de agosto de 2004.

2.
Concordancia de los objetivos y propósitos de los peticionarios con el espíritu, propósitos y principios de la Carta de la OEA 

a. Los objetivos de FMG se establecen en el artículo 4 de sus Estatutos:

La Fundación tendrá por objeto la educación y promoción del ciudadano hacia una mejor calidad de vida, promoviendo y apoyando iniciativas innovadoras y el desarrollo sustentable, basado en el fortalecimiento de la libertad y la democracia y sus instituciones; contribuyendo a fortalecer la cultura democrática venezolana.

b. El artículo 3 de los Estatutos de VM describe los propósitos de la entidad de la siguiente manera:

Agrupar y organizar a los venezolanos y venezolanas de origen extranjero, con el fin de avanzar juntos en pos de los más elevados objetivos que permitan contribuir, de manera patente, en la estabilidad y crecimiento del país, para de esta forma, ser protagonistas del hoy y realizadores del mañana. Profundizar la participación de las comunidades venezolanas de origen extranjero en la obtención y consolidación de un clima de paz y seguridad que permita el franco desarrollo del país, para de esta forma, general el ambiente ideal en el que los venezolanos puedan asertivamente lograr sus objetivos de vida. Contribuir con el fortalecimiento del sistema económico y financiero del país, mediante el trabajo y esfuerzo sostenido propios de las comunidades venezolanas de origen europeo, propiciando de esta forma un clima de confianza destinado a fomentar nuevas e importantes inversiones que permitan alcanzar, de manera efectiva, la estabilidad necesaria para la definitiva consolidación del país. La Asociación que se constituye no tiene fines políticos ni partidistas.

c. La Carta de la OEA establece objetivos notablemente similares para la Organización de los Estados Americanos y sus Estados Miembros. Estos objetivos incluyen, entre otros: (i) “Fortalecimiento de la conciencia cívica de los pueblos americanos, como uno de los fundamentos del ejercicio efectivo de la democracia y la observancia de los derechos y deberes de la persona humana” (artículo 95(b)(3)); (ii) la promoción y consolidación de la democracia representativa dentro del respeto al principio de no intervención (párrafo 3 del Preámbulo, artículos 2(b); artículo 3(b)); y (iii) la creciente participación en las actividades económicas y políticas (artículo 34, primer párrafo: artículo 45 (f)). Por consiguiente, de acuerdo con la documentación presentada por los peticionarios, parece que éstos cumplen con los requisitos establecidos en la Sección 4(a) de las Directrices.

d. A pesar de la similitud entre los objetivos y propósitos declarados por los peticionarios con los de la Carta de la OEA, Venezuela alega que las actividades de los peticionarios son contrarios al espíritu, propósitos y principios establecidos en la Carta de la OEA. La objeción de Venezuela no indica claramente los motivos por los cuales Venezuela ha adoptado esta posición, pero parece sugerir que sus alegaciones se fundamentan en el hecho de que los peticionarios reciben financiamiento directo de la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional y organismos de desarrollo de otros gobiernos, así como financiamiento de la NED y el NDI.

e.
La aceptación de ese financiamiento por parte de los peticionarios para respaldar los propósitos establecidos en sus respectivos estatutos no constituye, en y por sí, una violación del espíritu de la Carta de la OEA. Se precisarían evidencias específicas que demuestren que las supuestas actividades contravienen el espíritu de la Carta de la OEA, como, por ejemplo, pruebas claras y convincentes de que los fondos han sido utilizados por los peticionarios en actividades que socavan ese “espíritu” de la Carta de la OEA. Las evidencias a nuestra disposición sugieren que los propósitos de los peticionarios, como se estipulan en sus respectivos Estatutos, coinciden con los objetivos y principios establecidos en los artículos de la Carta de la OEA mencionados con anterioridad. Dado que no hemos observado ninguna prueba clara y convincente de que los fondos en cuestión han sido utilizados para una actividad contraria al espíritu de la Carta de la OEA, no podemos concluir que la aceptación de esos fondos sea incongruente con el espíritu de la Carta de la OEA.

3.
Exactitud de la descripción que ofrece FMG de sus actividades


Venezuela ha objetado que la declaración contenida en el documento CP/CISC-202/05, preparado por el Departamento de Cumbres, en la que se afirma que FMG “lleva a cabo sus objetivos a través de… participación como observadores en los procesos electorales, asistiendo en el diseño de políticas públicas y realización de campañas en medios de comunicación” es incorrecta. Se trata de una objeción de hecho y no de derecho.


Venezuela basa su objeción, en parte, en el hecho de que FMG nunca ha sido un observador electoral nacional acreditado ante las autoridades electorales de Venezuela. Sin embargo, al examinar la carta adjunta a la solicitud de registro en la OEA, fechada el 10 de agosto de 2004, se observa que FMG sostiene haber participado en misiones electorales en el Perú, El Salvador y la República Dominicana, y que FMG no menciona su participación en ninguna misión electoral en Venezuela. Por consiguiente, el hecho de que FMG no sea un observador electoral acreditado en Venezuela no contradice su alegación de que no participa en actividades de observación electoral, si bien es cierto que sí lo hace fuera de Venezuela.


Para determinar si FMG ha participado en campañas en medios de comunicación o en el diseño de políticas públicas deberá realizarse una investigación más a fondo de los hechos. La Sección 10 de las Directrices de la OEA estipula que los comentarios de los Estados Miembros sobre una solicitud “serán transmitidos a [la organización respectiva] ésta para su respuesta”. De acuerdo con esa sugerencia, recomendamos que el Departamento de Cumbres solicite a FMG que presente ejemplos específicos de sus actividades relacionadas con el diseño de políticas públicas y las campañas en los medios de comunicación, los cuales podrían incluir, por ejemplo, material utilizado en los medios de comunicación (grabaciones, anuncios y artículos de opinión publicados en los periódicos) y documentos de política preparados por FMG. Recomendamos, asimismo, que el Departamento de Cumbres solicite a FMG que presente pruebas que respalden su afirmación de que ha participado en misiones electorales en Perú, El Salvador y la República Dominicana.

4.
Supuestas operaciones de los peticionarios en contravención con la legislación venezolana y supuesta participación de los peticionarios en actividades que no concuerdan con la letra de la Carta de la OEA


La alegación de Venezuela que ambos peticionarios funcionan “en contra de la ley venezolana” es grave. Tanto la Carta de la OEA como la Convención Interamericana de Derechos Humanos y la Carta Democrática Interamericana instan a que se respete el estado de derecho. Salvo en esas circunstancias en las que las leyes y/o su cumplimiento violan derechos humanos básicos y/o principios democráticos básicos (los cuales los Estados Miembros están obligados a cumplir, de acuerdo tanto con la Convención Interamericana de Derechos Humanos como con la Carta Democrática Interamericana y/o sus respectivas constituciones), aprobar solicitudes de registro en la OEA presentadas por entidades que intencionadamente y repetidamente han violado las leyes locales constituiría una burla al estado de derecho.


No obstante, no le compete al Consejo Permanente ni a sus abogados determinar de forma definitiva si una entidad privada ha violado la ley de un Estados Miembro. Las evidencias concluyentes de dicha violación normalmente son presentadas en la forma de una decisión jurídica definitiva de un tribunal o jurisdicción competente. 


Cuando los tribunales analizan los hechos en cada caso, desde una perspectiva judicial y de acuerdo con la ley aplicable, su opinión puede muchas veces diferir de la opinión de la rama ejecutiva del gobierno.  En las democracias del Hemisferio, la autoridad judicial actúa como arbitro final en las disputas en que se alegan violaciones de la ley. Por consiguiente, a pesar de que las alegaciones presentadas por Venezuela de que los peticionarios funcionan en contravención con su legislación nacional pueden meritar un examen a fondo, no tienen la fuerza de una decisión jurídica final. Debido a la ausencia de dicha decisión final, no podemos, en respeto al debido proceso, asumir que los peticionarios han actuado en contravención con la ley venezolana, ni podemos recomendar que el Consejo Permanente tome alguna medida de acuerdo con esa presunción.


En cuanto a las alegaciones de que los peticionarios han participado en actividades antidemocráticas que contravienen el espíritu y letra de la Carta de la OEA, la condición jurídica de la Carta como tratado internacional entre gobiernos es dispositiva.  Las obligaciones asumidas por los Estados Parte de la Carta son las de los gobiernos, no las de las personas privadas. Por ese motivo, sería jurídicamente imposible que los peticionarios hayan violado la Carta. 

5.
Conclusiones y recomendaciones


Si bien ambos peticionarios se encuentran claramente dentro del universo de entidades consideradas organizaciones de la sociedad civil, de acuerdo con la amplia definición establecida en la Sección 2 de las “Directrices para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA” del Consejo Permanente, las alegaciones de Venezuela con respecto a los peticionarios han planteado graves cuestiones en cuanto a su idoneidad para ser reconocidas y registradas como organizaciones de la sociedad civil en la OEA.


La sugerencia de Venezuela de que FMG no ha sido sincera en la descripción de sus actividades en su solicitud, es una cuestión de hecho que requiere información adicional. De conformidad con el proceso establecido en la Sección 10 de la Directrices, FMG debería presentar pruebas de que ha participado en el tipo de actividades a las que hace referencia en su solicitud.


Las alegaciones de Venezuela de que ambos peticionarios han participado en actividades ilícitas en Venezuela, de acuerdo con la ley venezolana, son graves. Sin embargo, antes de que dichas alegaciones sean utilizadas como base para denegar la condición de OSC a los peticionarios, el debido proceso requiere que un tribunal o jurisdicción competente emita una decisión final que confirme dichas alegaciones. 


En cuanto a las alegaciones de que los peticionarios han violando la letra de la Carta de la OEA, éstas presentan un imposibilidad jurídica, ya que los peticionarios son ciudadanos privados y la Carta de la OEA solamente obliga a los gobiernos.


Por último, los Estatutos presentados por cada peticionario muestran que los propósitos de cada uno de ellos concuerdan con los principios y propósitos establecidos en varios artículos de la Carta de la OEA. El hecho de que cada peticionario haya aceptado financiamiento de donantes gubernamentales extranjeros y organizaciones no gubernamentales que cuentan con el apoyo de esos gobiernos, no puede llegar a considerarse una violación del espíritu de la Carta. Para establecer tal reclamación, deberán presentarse pruebas claras y convincentes que demuestren que los peticionarios han utilizado esos fondos para actividades fuera del ámbito de los propósitos establecidos en sus Estatutos y que contravienen los objetivos y principios establecidos en la Carta de la OEA. Las evidencias que hemos podido analizar hasta este momento no respaldan esa conclusión.
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�. 	La presente traducción al español del documento se distribuye a solicitud de la Misión Permanente de la República Bolivariana de Venezuela formulada en la sesión de la CISC el día 8 de febrero de 2008.






